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Resumen	
El	 presente	 trabajo	 analiza	 la	 concertación	 educativa	 desde	 una	 perspectiva	 de	 la	 gestión	
pública.	La	tesis	mantenida	es	que	los	conciertos	de	educación,	pese	a	contener	elementos	que	
pueden	favorecer	la	desigualdad	en	la	equidad	de	acceso	y	 la	plena	consecución	de	efectivas	
oportunidades	formativas,	permiten	evitar	la	polarización	de	una	más	radical	separación	entre	
la	escuela	de	provisión	y	producción	pública	y	la	exclusivamente	privada.	Siendo	la	polarización	
más	temible	para	la	cohesión	social	que	la	desigualdad	derivada	de	la	concertación,	el	trabajo	
argumenta	pros	y	contras	de	dicha	opción.	La	valoración	positiva	resultante	en	todo	caso	no	es	
óbice	para	que	a	lo	largo	del	trabajo	se	muestren	flancos	en	los	que	un	cambio	regulatorio	en	
concertación	puede	contribuir	a	una	mayor	igualdad	de	oportunidades.	La	conclusión	remite	a	
esta	necesidad	y	a	algunas	medidas	adicionales	para	su	logro,	a	la	vez	que	se	manifiesta	contra	
cantos	de	sirena	de	un	sistema	educativo	exclusivo	y	excluyente	desde	 lo	público	o	desde	 lo	
privado,	y	en	 favor	del	mantenimiento	y	mejora	de	 la	 concertación	educativa	especialmente	
desde	una	perspectiva	de	equidad.	

Introducción	y	secuenciación	del	debate	 	
Optar	por	la	concertación	en	alguna	de	sus	modalidades	es	el	resultado	de	un	conjunto	

de	 decisiones	 encadenadas	 cuya	 virtualidad	 es	 lo	 que	 le	 ha	 de	 dar	 consistencia.	 He	 aquí	
algunas	reflexiones	en	forma	de	cuestiones	a	superar	para	avanzar	una	respuesta	coherente.	
Partimos	del	 supuesto	que	no	existe	un	 imperativo	 categórico	que	obligue	 a	 la	 socialización	
pública	de	la	enseñanza	que	implique	provisión	(responsabilidad,	financiación)	con	producción	
pública	exclusiva	y	excluyente,	ya	que,	si	éste	fuese	el	caso,	el	ejercicio	propuesto	dejaría	de	
tener	sentido.	

1-	Cuestiones	para	 la	alineación	de	objetivos.	 ¿Cree	que	 la	autoridad	educativa	es	capaz	de	
mantener	la	financiación	pública	y	acompañarla	de	una	regulación	marco	que,	sin	entorpecer	
el	 día	 a	 día	 del	 proveedor,	 alinee	 los	 incentivos	 de	 las	 partes?	 Si	 cree	que	 el	 regulador	 será	
incapaz	de	variar	su	modo	de	hacer	tradicional	la	decisión	de	concertar	no	debería	prosperar.	
Aceptada	dicha	 imposibilidad,	 la	atención	se	habrá	de	dirigir	a	emprender	una	reforma	de	 la	
gestión	pública	que	deviene,	por	naturaleza,	limitada.	

																																																													
1	-	Los	autores	desean	agradecer	la	ayuda	de	Mauro	Pérez	Bita,	investigador	del	CRES.	
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2-	Cuestiones	en	torno	a	los	costes	de	transacción	vs.	los	costes	de	la	ineficiencia	pública.	Si	
se	acepta	que	la	nueva	y	necesaria	regulación,	siendo	posible,	no	es	un	argumento	invalidante	
para	 adentrarse	 en	 una	 política	 de	 concertación,	 corresponde	 ahora	 valorar	 si	 los	 costes	 de	
transacción	para	la	autoridad	educativa	(redacción	y	cumplimento	de	contratos	sinalagmáticos	
completos,	 pese	 a	 la	 a	 limitada	 racionalidad	 y	 afectos	 a	 un	 cierto	 oportunismo	 contractual)	
justifican	 la	 concertación.	 Si	 su	 respuesta	 es	 negativa	 (los	 potenciales	 costes	 de	 transacción	
superan	 los	 beneficios	 esperados	 de	 la	 concertación),	 se	 invalida	 la	 secuencia	 anterior	 y	 se	
debe	volver	a	 la	 casilla	de	 salida.	 	Cabe	poner	atención,	 sin	embargo,	 a	que	 los	 costes	de	 la	
ineficiencia	 en	 producción	 propia	 no	 se	 mantengan	 o	 se	 incrementen	 por	 la	 inercia,	 con	
pérdidas	de	bienestar	superiores	a	las	que	con	la	concertación	podrían	emerger.	

3-	Cuestiones	acerca	del	objeto	de	 la	concertación.	Si	 supera	 la	valoración	anterior,	se	trata	
ahora	 de	 identificar	 el	 objeto	 de	 la	 concertación.	 Si	 nos	 referimos	 a	 una	 concertación	 que,	
compartiendo	 objetivos,	 ofrezca	 autonomía	 independientemente	 de	 los	 contenidos	 de	 la	
educación	más	nucleares	y	básicos	para	 la	cohesión	social,	no	 limitada	en	su	contenido	pero	
que	su	orientación	puede	hacer	peligrar	la	especificidad	del	bien	a	conseguir,	previsiblemente	
la	autoridad	educativa	debe	retrotraer	su	decisión	en	favor	de	la	no	concertación.	En	este	caso,	
toca	 interrogarse	 si	 reduciendo	 el	 núcleo	 de	 lo	 sustantivo	 afecto	 a	 externalidades	 sociales	
positivas	 (la	 especificidad	 del	 activo	 ‘educación’),	 es	 reconducible.	 Así	 podría	 pensarse	 en	
limitar	 los	 márgenes	 de	 autonomía	 de	 la	 que	 goce	 el	 concertado	 a	 servicios	 fuera	 del	
perímetro	 básico,	 ya	 por	 la	 vía	 de	 lo	 complementario	 o	 de	 lo	 estrictamente	 accesorio	 y	
opcional.	Vale	la	pena	aquí	ser	fino	en	el	bisturí	de	dicha	disección.	

4-	Cuestiones	 sobre	el	 sujeto	del	 concierto.	 Si	 no	 se	 contemplan	 riesgos	 invalidantes	de	 las	
anteriores	 decisiones,	 ya	 por	 la	 naturaleza	 del	 objeto	 o	 por	 las	 salvaguardas	 de	 las	 que	 se	
puede	 haber	 dotado	 desde	 la	 opción	 reguladora,	 le	 toca	 ahora	 decidir	 cómo	 considera	 los	
sujetos	 susceptibles	 a	 dicha	 concertación.	 Se	 enfrenta	 aquí	 a	 un	 continuo	 que	 va	 desde	 un	
proveedor	 con	 ánimo	 de	 lucro,	 o	 en	 ausencia	 de	 él	 por	 parte	 de	 algunos	 partícipes,	 hasta	
formas	 cooperativas,	 fundaciones,	 asociaciones	 del	 tercer	 sector,	 etc.	 Si	 decide	 que	 la	
concertación	se	ha	de	limitar	a	las	organizaciones	sin	ánimo	de	lucro,	toca	interrogarse	sobre	
cuál	es	la	motivación	real	de	este	proveedor.	Toda	actividad	genera	excedente,	la	cuestión	no	
es	si	hay	o	no,	 sino	quién	se	apropia	de	dicho	excedente:	usuarios	por	precios	competitivos,	
contribuyentes	 por	 necesidad	 de	 una	 menor	 subvención,	 profesionales	 con	 salarios	 más	
elevados	 o	 mejores	 condiciones	 laborales,	 algunos	 trabajadores	 más	 oportunistas	 que	 se	
benefician	de	una	mayor	ineficiencia	(slack).	

5-	Cuestiones	relativas	a	la	gestión	de	costes,	ingresos	adicionales	al	concierto	y	la	equidad.	
Delimitados	 objeto	 y	 sujeto	 de	 los	 conciertos	 y	 pasados	 los	 filtros	 anteriores,	 corresponde	
ahora	discutir	si	la	autonomía	del	concertado	ha	de	poder	reflejarse	únicamente	sobre	costes	
y/o	 también	 sobre	 ingresos.	 En	 otras	 palabras,	 si	 la	 motivación	 a	 la	 buena	 gestión	 ha	 de	
proceder	 de	 la	 posibilidad	 de	 gestionar	 los	 costes	 respecto	 de	 las	 tarifas	 concertadas	 o	 de	
generar	 ingresos	 adicionales	 para	 financiar	 el	 diferencial	 entre	 costes	 financiados	 y	 costes	
totales	del	 servicio	ofertado.	Recuerde	que	en	este	estadio	ha	definido	ya	el	objeto	esencial	
del	mandato	y	que	ahora	se	trata	de	los	beneficios	potenciales	de	una	gestión	descentralizada	
de	los	costes	unitarios	(salarios,	condiciones	de	trabajo)	o	de	complementar	ingresos	privados	
a	 los	 públicos	 (por	 ejemplo,	 con	 la	 venta	de	 libros,	 actividades	 complementarias,	 hostelería,	
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etc.).	Si	usted	piensa	que	incluso	aquella	diversidad	atenta	contra	la	equidad	de	acceso	o	que	
aquellas	 fuentes	 complementarias	 voluntarias	 financiadas	 con	 disposición	 individual	 a	 pagar	
quiebran	la	noción	de	gratuidad	de	la	enseñanza,	quiere	decir	que	no	ha	resuelto	bien	alguna	
fase	anterior.	Retrotraiga	y	examine	sus	respuestas.	

6-	 La	 razón	 del	 concierto	 es	 favorecer	 el	 derecho	 a	 elegir	 centro	 o	 un	 menor	 gasto	
presupuestario.	Corresponde,	ahora	que	ya	ha	llegado	tan	lejos,	revalidar	si	está	impulsando	la	
concertación	 por	 un	 tema	 de	 eficiencia	 presupuestaria	 (los	 costes)	 o	 estamos	 ante	 una	
cuestión	del	derecho	de	los	padres	a	elegir.	Ello	supone	legitimar	que	quien	elija	en	la	periferia	
del	‘core’	pague	por	su	elección	y	no	lo	haga	implícitamente	el	contribuyente.	Piense	bien	esta	
respuesta,	 ya	 que	 no	 va	 a	 ser	 la	 misma	 si	 afronta	 una	 cuestión	 (la	 del	 coste)	 coyuntural,	
empírica	y	por	 tanto	no	de	validez	general,	mientras	que	 la	otra	 (la	del	derecho	a	elegir),	es	
estructural,	normativa.			

7-	Cuestiones	sobre	el	derecho	a	elegir	donde	escolarizar	los	hijos	y	la	igualdad	social.	Si	su	
respuesta	es	la	de	preservación	de	derechos,	dirima	si	existe	un	sesgo	de	elección	que	recoja	o	
no	 alguna	 desigualdad	 intolerable	 procedente	 de	 sesgo	 económico,	 ideológico,	 religioso,	 de	
discriminación	de	género	u	origen	que	tenga	un	coste	superior	al	beneficio	de	la	autonomía	en	
la	elección	antes	formulada.	Se	trata	de	que	reflexione	sobre	qué	derecho	es	superior	desde	la	
perspectiva	 social.	No	 contabilice	 en	 este	 punto	 la	 equidad	 interpretable	 que	 se	 refiere	 a	 la	
igualdad	 efectiva	 que	 pueda	 estar	 directamente	 relacionada	 con	 el	 derecho	 superior	 de	 la	
infancia.	Y	es	que	las	desigualdades	injustas	derivadas	del	lugar	donde	ha	nacido	y	que	a	través	
de	 la	 concertación	 en	 los	 términos	 actuales	 pueda	 incidir	 en	 forma	 de	 resultados	 escolares	
peores	y	menor	cohesión	social	 les	 sitúa	en	 la	casilla	 cero	 inicial.	Y	es	que	 la	desigualdad	de	
oportunidades	 ni	 nace	 ni	 se	 combate	 únicamente	 con	 la	 negativa	 a	 la	 concertación.		
Ciertamente	 la	puede	empeorar	pero	 también	puede	ayudar	a	evitar	una	polarización	 social	
menos	deseable.		

8-	 Cuestiones	 referentes	 a	 las	 políticas	 compensatorias	 para	 una	 red	 única	 de	 centros	
financiados	públicamente.	Si	estuviera	dispuesto	a	mantener	posiciones	alcanzadas	hasta	este	
punto,	 por	 ejemplo,	 en	 caso	 de	 pensar	 que	 es	 posible	 neutralizar	 los	 sesgos	 que	 generan	
posibles	desigualdades	inaceptables,	examine	ahora	las	políticas	compensatorias	al	uso,	como	
por	ejemplo,	regular	la	no	separación	de	aulas	por	género,	una	distribución	más	compensada	
de	 alumnos	 nativos	 e	 inmigrantes	 entre	 colegios,	 unos	 pagos	 complementarios	 substituibles	
para	 quienes	 no	 puedan	 afrontarlos,	 aseguramiento	 de	 unas	 condiciones	 mínimas	 de	
educabilidad,	 conciertos	 diferentes	 en	 función	 del	 alumnado	 para	 asegurar	 la	 no	
discriminación	(registro	abierto,	etc.).	Considere	 lo	anterior	ya	sea	para	evitar	el	estigma	que	
ello	 genera,	 o	 por	 el	 sobrecoste	 de	 pago	 del	 resto	 de	 padres,	 con	 o	 sin	 subvención	 pública	
substitutoria	-incluyendo	aquí	la	gestión	de	la	prueba	de	medios	que	evitan	procesos	de	abuso	
moral	(moral	hazard)-	y	los	costes	de	oportunidad	que	implica	la	alimentación	o	el	transporte	
para	 la	 elección	 fuera	 del	 sesgo	 que	 la	 vivienda	 habitual	 provoca.	 Evalúe	 dichos	 problemas	
paso	a	paso,	de	manera	granular,	a	efectos	de	asegurar	que	se	mantiene	 la	equidad	vertical	
(tratamiento	desigual	de	 los	desiguales)	y	 la	 libre	elección	de	centro.	Si	no	 lo	consigue	ha	de	
evaluar	qué	escenario	de	oferta	es	más	 favorable	a	 la	 cohesión	social,	 con	vuelta	a	 la	 casilla	
inicial.	
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Revalidando	los	argumentos	
Sólo	tras	manejar	uno	a	uno,	todos	y	cada	uno	de	los	nudos	mencionados	del	anterior	

árbol	de	decisión,	puede,	con	robustez,	 instalarse	en	una	zona	de	confort	con	las	políticas	de	
concertación	 educativa.	 Para	 aquellos	 que	 vean	 en	 cada	 situación	 sólo	 un	 cúmulo	 de	
problemas	 de	 incapacidad	de	 respuesta	 por	 parte	 de	 una	mejor	 gestión	 pública,	 convendría	
que	valorasen	si	 la	negativa	a	 la	 flexibilización	de	 la	oferta,	o	a	 reconocer	 la	diversidad	de	 la	
demanda	 no	 pueda	 acabar	 polarizando	 la	 relación	 entre	 una	 escuela	 pública,	más	 uniforme	
ideológicamente	y	en	el	modo	de	gestión,	y	otra	privada.	

En	otras	palabras,	que	a	falta	de	la	secuenciación	de	la	gradualidad	antes	comentada	–
y	aún	a	riesgo	de	una	cierta	desigualdad	por	incapacidad	de	neutralizar	totalmente	todas	sus	
causas	posibles-,	no	se	acabe	en	una	disociación	público-privada	que	polarice	 la	 sociedad	en	
mayor	medida	que	una	desigualdad	potencialmente	provocada	por	una	concertación	con	una	
colaboración	público-privada	imperfecta.		

En	 todo	 caso,	 existen	 políticas	 destinadas	 a	 neutralizar	 algunos	 de	 los	 efectos	 no	
deseados	de	la	concertación	como	son	las	mejoras	en	la	información	sobre	las	características	
de	 las	 escuelas	 (pros	 y	 contras),	 la	 regulación	 y	 definición	 de	 la	 oferta,	 incluidas	 las	 cuotas	
socioeconómicas,	o	las	políticas	de	equidad.	

A	la	vista	del	cuadro	que	sigue,	centraremos	aquí	la	atención	en	enseñanza	secundaria	
reglada	y	sus	complementos	no	reglados,	actividades	anexas	y	bienes	y	servicios	conexos.	

Cuadro	1	Actividades	características	
	
-Enseñanza	reglada	
o	Educación	infantil	
o	Educación	primaria	
o	Educación	secundaria	obligatoria	
o	Bachillerato	
o	Formación	profesional:	ciclos	de	grado	medio	y	superior	
o	Enseñanzas	universitarias.	
o	Educación	especial	
o	Educación	de	régimen	especial	
	
-Enseñanza	no	reglada	
o	Enseñanza	de	idiomas	y	otras	materias	en	estudios	no	reglados	
o	Enseñanza	por	correspondencia	
o	Formación	profesional	ocupacional	
o	Cursos	de	verano	
o	Lecciones	particulares	
	
-Actividades	anexas	
o	Administración	general	
o	Orientación	escolar	
o	Investigación	sobre	la	educación	
o	Medicina	escolar	preventiva	
o	Otros	
	
�Bienes	y	servicios	conexos	
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o	Comedores	escolares	e	internados	
o	Transporte	escolar	
o	Libros	y	material	escolar	

CONCERTACIÓN,	DERECHO	A	ELEGIR	E	IGUALDAD	DE	OPORTUNIDADES		
	 En	 general,	 el	 derecho	 a	 elegir,	 o	 el	 derecho	 “a	 la	 salida”	 (el	opting	 out	 y	 el	exit	 en	
terminología	 de	 A.	 Hirschman)	 está	 en	 la	 génesis	 del	 tema	 aquí	 tratado.	 La	 capacidad	 de	
elección	es,	por	un	 lado,	un	antídoto	a	 la	 subyugación	que	permite	materializar	aspectos	de	
calidad	 percibida	 y	 favorece	 la	 responsabilidad	 individual	 de	 una	 sociedad	 que	 se	 ve	 más	
permisiva	Por	otro	lado,	la	diversidad	en	las	políticas	públicas	favorece	la	flexibilización	frente	
a	 la	 uniformidad,	 así	 claramente	 en	 el	 teorema	 de	 la	 descentralización,	 que	 hace	 que	 la	
diversidad	 de	 ofertas	 sea	 Pareto	 superior	 -todos	 ganan-	 respecto	 a	 la	 imposición	 de	 una	
preferencia	 media.	 Pero	 a	 la	 vez,	 el	 derecho	 a	 elegir	 puede	 aumentar	 la	 segmentación,	
actuando	 las	ofertas	específicas	al	 servicio	de	demandas	específicas	a	efectos	de	afianzarlas.	
Resta	 así	 pendiente	 un	 debate	 sobre	 la	 cuestión	 desde	 dónde	 se	 sirve	 mejor	 al	 pluralismo	
democrático	contra	la	polarización.		

	 La	 concertación	 sanitaria	 o	 educativa	 son	 buenos	 ejemplos	 de	 las	 alternativas	
mencionadas,	 como	 también	 lo	 es	 la	 aplicación	 de	 un	 vale	 en	 el	 ámbito	 de	 las	 escuelas	
infantiles,	 cuidados	 de	 dependencia	 o	 de	 elección	 de	 aseguradora	 sanitaria	 desde	 algunas	
mutualidades	 públicas.	 Parece	 adecuada,	 en	 este	 sentido,	 una	 financiación	 diferenciada	 que	
siga	al	alumno	para	neutralizar	las	desigualdades	injustas.	Esta	le	permite	priorizar	los	centros	
a	 los	que	quiere	 ir	y	 la	asignación	de	plazas	será	una	función	de	 la	aplicación	de	 los	criterios	
establecidos	 para	 una	 oferta	 por	 centro	 que	 asegure	 una	 representación	 aproximada	de	 los	
diferentes	estratos	sociales.	Es	discutible	si	se	trata	de	factores	de	riesgo	que	pueden	acabar	
profundizando	 la	 polarización	 social	 (según	 como	 se	 agrupen	 quienes	 eligen)	 o,	 por	 el	
contrario,	 son	elementos	que	pueden	mitigar	 la	peor	dualidad	 social.	 La	 financiación	pública	
afecta	a	 las	estrategias	resultantes:	 frente	a	 la	alternativa	privada,	cuando	peor	se	 financia	y	
opera	la	oferta	pública	mejor	para	aquella.	Desde	la	provisión	pública	(responsabilidad	política	
y	 financiación	 básica),	 la	 producción	 con	 medios	 'ajenos',	 la	 concertación,	 'sustituye'	 (no	
alterna)	la	producción	pública	directa.	En	consecuencia,	el	concertado	aspira	a	una	mejor	y	no	
peor	 financiación	 pública,	 siendo	 la	 cuota	 de	 las	 familias	 la	 subvención	 cruzada	 de	 la	
financiación	 del	 paquete	 básico	 de	 prestaciones.	 Nótese	 que	 se	 trata	 efectivamente	 de	 un	
copago	que	aparenta	una	 financiación	del	núcleo	básico	a	cargo	del	 sistema	público	y	de	un	
copago	complementario	con	cargo	al	usuario.	Remarquemos	que	ello	(el	copago)	diferencia	la	
concertación	educativa	de	 la	sanitaria,	de	elevados	costes	hundidos	ésta	 (medios	ajenos	que	
se	 aprovechan	 sin	 utilización	 alternativa),	 y	 con	 mayor	 autonomía	 de	 gestión	 que	 aquella	
(nómina	delegada	y	mayor	homogeneización	de	condiciones	laborales	en	la	enseñanza).	

	 A	menudo	la	concertación	sanitaria	o	educativa	se	ha	planteado	como	una	cuestión	de	
coste.	 En	 realidad,	 es	 sólo	 de	 coste	 para	 el	 financiador,	 ya	 que	 le	 permite	 pagar	 una	 tarifa	
inferior	al	coste	completo	de	 la	producción	propia,	sabiendo	que	el	diferencial	 irá	a	cargo	de	
las	aportaciones	de	los	usuarios.	¿Es	esto	un	tiro	al	pie	de	la	provisión	pública	que	aspira	a	una	
prestación	 gratuita?,	 o	 ¿es	 una	manifestación	 de	 no	 haber	 encontrado	 un	 acuerdo	 pacífico	
entre	 la	 equidad	 de	 acceso	 y	 la	 elección	 de	 centro?,	 ¿están	 las	 comparativas	 de	 coste	 bien	
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formuladas	 cuando	 se	 ignoran	 los	 costes	 de	 la	 oferta	 asociados	 a	 la	 complejidad	 de	 sus	
usuarios	desde	la	óptica	de	la	demanda	servida?,	¿el	coste	completo	recoge	correctamente	los	
costes	 de	 transacción	 asociables	 a	 la	 concertación	 -contratación,	 seguimiento,	 impugnación	
que	soporta	el	financiador-	más	allá	del	coste	de	producción	que	ofrece	la	parte	contratada?,	
¿el	 pago	 complementario	 marca	 así	 una	 desigualdad	 al	 objetivo	 de	 la	 gratuidad	 en	 la	
enseñanza?,	 ¿cómo	 se	 resuelve	 la	 financiación	 de	 la	 sexta	 hora	 adicional	 de	 primaria	 de	 la	
concertada	 teóricamente	 voluntaria	 para	 el	 alumnado?,	 ¿el	 hecho	 de	 que	 se	 le	 reconozca	
elementos	 de	 voluntariedad	 en	 el	 pago	 es	 antídoto	 suficiente	 para	 aceptarlo?,	 ¿viola	 algún	
otro	 derecho	 que	 la	 compensación	 de	 los	 costes	 provenga	 de	 áreas	 afines,	 como	 son	 el	
negocio	de	la	restauración,	con	las	editoriales	por	los	libros	de	texto…?.		

	 	En	sentido	contrario,	¿es	la	negativa	al	copago	el	resultado	de	un	clamor	en	favor	de	
ya	 sea	 una	 tarifa	 sanitaria	 o	 de	 un	módulo	 a	 la	 educación	 que	 cubra	 el	 coste	 completo	 del	
centro	 concertado?,	 ¿es	 acaso	 la	 disminución	de	 la	 demanda	que	 sufren	 los	 concertados	un	
efecto	de	la	baja	natalidad,	de	que	los	nuevos	padres	no	estiman	igualmente	la	aportación	a	la	
escuela	 concertada	 mostrando	 una	 menor	 disposición	 o	 capacidad	 de	 pago?	 Y	 dadas	 las	
localizaciones	residenciales	de	las	familias,	¿no	son	parte	de	la	explicación	de	que	disminuya	el	
acceso	a	la	oferta	educativa	concertada?,	¿no	es	este	temor	siquiera	a	'no	ser	elegidos'	lo	que	
hace	que	 la	 iniciativa	privada	reclame	para	su	estabilidad	y	conveniencia	el	concierto	a	coste	
completo	 del	 módulo	 y	 no	 verse	 expuesto	 a	 la	 atracción	 de	 la	 demanda	 individual	 que	
supondría	 la	 elección	 guiada	 por	 el	 vale	 individual	 (money	 follows)?,	 ¿existe	 un	 argumento	
efectivo	de	competencia	desleal	entre	la	escuela	concertada	y	la	escuela	estrictamente	privada	
debido	a	la	subvención?	El	nomenclátor	tampoco	ayuda.		

	 Hablamos,	 en	 general,	 de	 conciertos	 en	 el	 derecho	 administrativo	 cuando	
identificamos	 una	 falta	 de	 recursos	 propios	 y	 la	 necesidad	de	 recurrir	 a	medios	 ajenos	 para	
producir	 un	 servicio	 de	 titularidad	pública.	 ¿Se	 le	 puede	otorgar	 por	 esta	 vía,	 como	algunos	
pretenden,	 un	 reconocimiento	 'estructural'?,	 ¿cómo	 conjugar	 la	 autonomía	 y	 las	
responsabilidades	 contractuales	 sinalagmáticas	 con	 el	 pago	 delegado	 de	 la	 nómina	 de	 los	
maestros	 de	 la	 concertada	 (que	 no	 se	 da	 para	 los	 profesionales	 de	 la	 asistencia	 sanitaria	
concertada)	 y	 en	 las	 condiciones	 horarias	 pactadas,	 respecto	 del	 supuesto	 menor	 coste	
unitario	en	favor	de	la	plaza	concertada?,	¿cómo	se	compara	esto	con	la	exigencia	sindical	de	
los	profesores	de	los	servicios	concertados	de	una	homologación	completa?,	¿dónde	quedará,	
pues,	 la	 ventaja	 comparativa	 de	 costes	 y	 calidad	 entre	 las	 dos	 ofertas	 si	 se	 culmina	 la	
homologación	 completa	 de	 sueldos	 y	 condiciones	 laborales?,	 ¿son	 estas	 ventajas	 de	 una	
provisión	con	producción	pública	que	en	la	mejora	de	esta	se	halla	la	semilla	de	la	muerte	de	
aquella?,	 ¿no	 es	 ciertamente	 una	 cuestión	 de	 derechos	más	 que	 un	 tema	de	 costes	 para	 el	
financiador	y	gestor	público?	

	 Notemos	 que	 la	 naturaleza	 organizativa	 de	 lo	 que	 hoy	 llamamos	 conciertos	 es	 más	
propia	de	una	franquicia	(entre	la	jerarquía	y	la	poliarquía,	en	la	jerga)	que	de	un	concierto	o	
de	una	 concesión	administrativa.	 Y	desde	esta	nueva	óptica,	 ¿el	 coste	 relevante	a	 comparar	
entre	 la	oferta	propia	 y	 la	 concertada	no	es	 la	del	 coste	medio	 sino	del	 coste	 variable	de	 la	
propia	 respecto	 de	 la	 tarifa	 concertada?	 En	 otras	 palabras,	 ¿cuál	 sería	 el	 ahorro	 en	 gasto	
concertado	 si	 se	 mejorara	 la	 utilización	 de	 la	 red	 propia	 existente?	 En	 todo	 caso,	 ¿sabe	 el	
sector	público	regular	efectivamente	un	entorno	de	 libre	elección	de	características	bastante	
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diferentes	a	las	de	los	procedimientos	administrativos	basados	en	reglamentos,	instrucciones	y	
circulares?	O	 ¿es	 un	 problema	 político	 de	 incapacidad	 de	 gestionar	 derechos	 contrapuestos	
con	incidencia	ciudadana?		

	 ¿Qué	 factibilidad	 tiene,	 para	 los	 objetivos	 de	 la	 Ley	 catalana	 de	 Educación	 (o	 la	 Ley	
General	de	Sanidad	en	su	caso),	una	regulación	que	no	sabe	evitar	la	discriminación	de	género	
que	 algunos	 concertados	 mantienen	 en	 las	 aulas,	 o	 en	 materia	 de	 lengua?,	 ¿es	 la	
neutralización	del	predicamento	ideológico	para	los	contrarios	a	la	concertación	educativa	más	
importante	 que	 los	 errores	 de	 elección	 ante	 la	 asimetría	 de	 información	 para	 los	 que	 se	
oponen	a	la	concertación	sanitaria?,	¿puede	gestionar	el	sector	público	las	consecuencias	de	la	
libre	elección,	a	la	vista	de	la	rigidez	de	sus	estructuras	administrativas	y	personal	estatutario	
que	lo	hacen	prácticamente	gasto	fijo	en	su	totalidad?,	¿es	sostenible	financieramente	lo	que		

	 En	realidad,	 todo	apunta	a	que	el	debate	se	abre	a	 la	capacidad	de	decidir	que	debe	
nunca	sustituye,	sino	que	acumula	de	manera	inflacionista?	plantearse	más	como	una	cuestión	
de	derechos	que	de	valoraciones	empíricas	económicas.	¿Es,	en	definitiva,	el	mantenimiento	
de	estos	derechos	parte	de	la	genética	de	una	sociedad	que	se	mantiene	cohesionada	desde	el	
respeto	 a	 las	 iniciativas	 de	 la	 sociedad	 civil	 en	 su	 interpretación	 de	 lo	 que	 consiste	 el	 bien	
común,	o	son	en	realidad	un	germen	más	de	su	polarización?	

DERECHO	A	ELEGIR	Y	POLARIZACIÓN	
	

	 La	concertación	educativa	es	un	buen	ejemplo	de	los	dilemas	a	los	que,	en	la	práctica,	
se	enfrenta	una	sociedad	que	se	quiere	cohesionada.	Destaquemos	por	ello	que	la	cohesión	se	
valora	 desde	 las	 antípodas	 de	 lo	 que	 sería	 la	 polarización2.	 El	 problema	 de	 la	 bipolaridad	 lo	
provoca	 no	 que	 la	 sociedad	 se	 'clusteriza'	 cada	 vez	 más	 en	 torno	 a	 múltiples	 variables	 de	
clasificación	 (hábitos,	 estilos	 de	 vida,	 creencias),	 sino	 que	 se	 desvanezcan	 los	 puentes	 que	
comunican	estos	clusters.	Como	reconoce	Putnam,	el	problema	no	viene	tanto	del	bonding	(los	
comunes	 denominadores	 que	 agrupan	 'intra')	 sino	 de	 la	 falta	 de	 bridging	 (puentes	 entre	
aquellos	grupos).	

	 Algunos	de	estos	movimientos	 se	ven,	en	 todo	caso,	empeorados	o	mitigados	por	 la	
acción	pública,	en	particular	de	la	mano	del	tratamiento	que	se	dé	al	gasto	social.	Y	esta	acción	
pública	ya	bajo	la	forma	de	prestación	de	servicios	en	especies	o	de	transferencias	monetarias,	
condicionadas	o	no,	compensatorias	 -en	exigencia	de	determinados	comportamientos-,	o	no.	
Entre	 las	 primeras	 se	 encuentran	 alternativas	 diversas,	 ya	 sea	 bajo	 una	 demanda	 única	 o	
monopsonio,	o	de	una	demanda	dirigida	por	el	ciudadano	(money	follows	user's	choice,	o	user	
follows	where	money	goes,	 como	dicen	 los	anglosajones).	 Y	 la	provisión	pública	del	 servicio,	
																																																													
2	 El	 análisis	 multivariante	 puede	 responder	 a	 esta	 diversidad	 de	 factores;	 así	 en	 un	 análisis	 de	 componentes	
principales	y	con	la	identificación	de	las	mejores	variables	de	clasificación.	En	todo	caso,	esta	estrategia	requiere	una	
estimación	secuenciada,	menos	estructurada.	Al	otro	extremo	se	situaría	la	comparación	de	medias	en	la	asociación	
de	 grupos	 con	 variables	 sospechosas	 de	 crearlos,	 a	 fin	 de	 comprobar	 la	 existencia	 de	 ciertas	 concentraciones	
relativas,	siempre	'step	by	step'.	Al	medio,	un	análisis	de	regresión	múltiple	permitiría	ajustar	diferentes	variables	no	
correlacionadas	con	la	variable	de	polarización	que	se	pretende	explicar,	neutralizando	el	efecto	individual	de	cada	
una	de	 las	variables	sospechosas	para	explicativas.	Finalmente,	algunos	autores	como	Oriol	Carbonell	y	Humberto	
Llavador,	 en	 ‘Inequality,	 by	 polarization	 and	 tax	 progressivity’	 (https://www.barcelonagse.eu/research/working-
papers/inequality-bipolarization-and-tax-progressivity)	construyen	un	índice	sintético	al	respecto.	
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bien	 suministrada	 desde	 la	 producción	 propia	 o	 de	 la	 concertada,	 bien	 de	 manera	
monopolística	o	bajo	una	especie	de	competencia	gestionada.	

	 El	 siguiente	 Cuadro	muestra	 las	 alternativas	 de	 flexibilización	 de	 la	 provisión	 pública	
con	 producción	 pública	 propia	 ya	 sea	 en	 el	 traspaso	 de	 la	 libre	 elección	 (filas)	 extensible	 a	
producción	privada	concertada	(columnas).	Y	como	la	educativa	se	inscribe	en	la	celda	inferior	
derecha	a	diferencia	de	la	sanitaria	que	lo	haría	en	la	superior.	
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CUADRO	2.		CARACTERIZACIÓN	DE	ALTERNATIVAS	DE	REFORMA	DE	LA	PROVISIÓN	PÚBLICA		

	

RESUMEN				
¿El	concierto	educativo	es	una	amenaza	o	una	oportunidad	para	la	cohesión	social?		A	

modo	de	síntesis:	

Algunas	consideraciones	previas	 son	necesarias	para	abordar	 la	 respuesta.	 	 Los	 retos	
que	afronta	el	sector	se	dirimen	(i)	en	relación	a	la	baja	natalidad,	ya	que	ésta	puede	generar	
una	lucha	por	la	supervivencia	entre	las	escuelas	con	financiación	pública,	todas	contra	todas,	
(ii)	en	torno	al	hecho	de	que,	dada	la	consolidación	fiscal,	no	es	previsible	que	a	medio	plazo	
los	 recursos	 públicos	 para	 educación	 sean	 suficientes,	 y	 (iii)	 la	 constatación	 que	 la	 plena	
igualdad	 para	 elección	 de	 centro	 por	 las	 familias	 requiere	 un	 renovado	 esfuerzo	 por	
compensar	 los	 diferentes	 niveles	 culturales,	 de	 información	 disponible,	 de	 capacidad	
económica	y	de	valoración	de	las	diferentes	alternativas	educativas.	

Buscando	 satisfacer	 las	 consideraciones	 anteriores	 no	 encontramos	 una	 respuesta	
univoca	a	 la	cuestión	de	si	el	 concierto	es	una	amenaza	o	una	oportunidad	para	 la	cohesión	
social.	Depende	de	 lo	que	se	priorice:	el	derecho	a	 la	elección	de	centro	de	 los	padres	o	una	
igualdad	 de	 oportunidades.	 Si	 se	 prioriza	 la	 igualdad	 de	 oportunidades	 se	 ha	 de	 regular	 la	
oferta	 estableciendo	 cuotas	 máximas	 y	 mínimas	 que	 garanticen	 una	 representación	
aproximada	 de	 la	 diversidad	 socioeconómica	 de	 la	 zona	 de	 escolarización	 de	 los	 centros.	 Y,	
complementariamente,	se	ha	de	asegurar	una	información	suficiente	a	todas	las	familias	sobre	
el	proyecto	educativo	y	las	ventajas	educativas	de	la	diversidad	de	alumnado...	La	efectividad	
de	 esta	 opción	 requiere	 generosidad	 por	 parte	 de	 las	 escuelas	 más	 demandadas	 y	 su	
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alineación	 con	 los	 objetivos	 y	 las	 estrategias	 de	 la	 autoridad	 educativa.	 Ninguno	 de	 estos	
antídotos	se	nos	antoja	sencillo,	pero	la	investigación	no	los	puede	obviar.	

En	todo	caso,	se	necesita	un	criterio	que	ayude	a	ordenar	o	priorizar	la	financiación	de	
necesidades.	Un	criterio	razonable	es	valorar	el	impacto	del	gasto	en	relación	con	los	objetivos	
del	 sistema	 educativo.	 De	 acuerdo	 con	 ese	 criterio,	 si	 dejamos	 de	 lado	 los	 intereses	
particulares,	 probablemente	podemos	 acordar	 el	 siguiente	 núcleo	preferente:	 1)	 asegurar	 la	
igualdad	de	oportunidades	de	aprender	en	el	proceso	educativo	 formal	y	no	 formal	 (acceso,	
condiciones	 de	 educabilidad,	 educación	 de	 0	 a	 3	 años,	 actividades	 complementarias	 y	
extraescolares),	y	2)	dotar	y	financiar	equitativamente	a	las	escuelas	públicas	y	concertadas	en	
función	de	 la	 complejidad	de	 su	alumnado	con	 rendición	de	 cuentas.	 Se	 trata	de	neutralizar	
con	ello	la	carga	de	los	costes	de	la	complejidad	de	la	demanda	y	facilitar	el	registro	abierto	de	
alumnado.	

		 El	mantener	una	oferta	público-concertada	es	el	mejor	antídoto	a	nuestro	criterio	para	
evitar	la	polarización	público/privada	constitutiva	de	la	peor	amenaza	para	la	cohesión	social,	
que	exige	el	esfuerzo	de	hacer	oídos	sordos	a	los	cantos	de	sirena	de	un	sistema	educativo	que	
se	muestre	 excluyente	 tanto	por	 el	 lado	de	 lo	 estrictamente	público	 como	de	 lo	 exclusivo	 y	
privado.	
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ANEXO		1	
EXPLOTACIÓN	DE	ALGUNOS	DATOS	PRELIMINARES:	

Alumnos	en	educación	concertada	respecto	de	privada	no	concertada	por	CC.AA.	
(2015)	

	
%	concertada	
sobre	total	

%	privada	
sobre	total	

%	concertada	sobre	total	 Correlación	de	Pearson	 1	 -,154	

Sig.	(bilateral)	 	 ,555	

N	 17	 17	
%	privada	sobre	total	 Correlación	de	Pearson	 -,154	 1	

Sig.	(bilateral)	 ,555	 	

N	 17	 17	
	

	
La	 primera	 correlación	 apunta	 a	 que	 las	 CC.AA.	 que	 conciertan	 más	 tienen	 en	 su	

conjunto	menos	privada.	
	
	

Gasto	público	en	educación	por	CC.AA	y	peso	de	la	concertación	en	cada	CC.AA.	
(2015)	

	
%	concertada	
sobre	total	

Gasto	público	
medio	por	
estudiante	

2015	

%	concertada	sobre	total	 Correlación	de	Pearson	 1	 ,470	

Sig.	(bilateral)	 	 ,057	

N	 17	 17	
Gasto	 público	 medio	 por	
estudiante	2015	

Correlación	de	Pearson	 ,470	 1	

Sig.	(bilateral)	 ,057	 	

N	 17	 17	

	
		 La	 correlación	 resultante	 es	 positiva:	más	peso	en	 concertación,	más	 gasto	 total	 por	
alumno	 según	 datos	 2015	 (Fedea,	 2017).	 Una	 variable	 detrás	 de	 dicho	 resultado	 aquí	
posiblemente	sea	el	PIB,	ya	que	las	CC	AA	más	ricas	se	permiten	concertar	más.		No	sería,	por	
tanto,	 un	 tema	 de	 ahorro	 de	 costes	 para	 el	 financiador,	 sino	 quizás	 la	 exigencia	 de	 libre	
elección	y	otros	factores	asimilados.	Se	intuye,	en	todo	caso,	problemas	de	causalidad	reversa.	
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Peso	de	la	concertación	en	cada	CC.AA.	y	PIB/pc	de	cada	CC.AA.	(2015)	

	

	
%	concertada	
sobre	total	

PIB/pc	CCAA	
2015	

%	concertada	sobre	total	 Correlación	de	Pearson	 1	 ,772**	

Sig.	(bilateral)	 	 ,000	

N	 17	 17	
PIB/pc	CCAA	2015	 Correlación	de	Pearson	 ,772**	 1	

Sig.	(bilateral)	 ,000	 	

N	 17	 17	

**.	La	correlación	es	significativa	en	el	nivel	0,01	(bilateral).	
Fuente:	 Instituto	 Nacional	 de	 Estadística	 y	 elaboración	 propia	
(https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736167628
&menu=resultados&idp=1254735576581).	
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ANEXO	2		
RELACIÓN	 ENTRE	 ESCUELA	 CONCERTADA	 Y	 ALUMNADO	 DESAFAVORECIDO	 EN	 ESCUELAS	
DESFAVORECIDAS	(2015)	

	

	

El	mayor	o	menor	porcentaje	de	alumnos	en	las	escuelas	privadas	explica	muy	poco	el	nivel	de	
segregación	a	nivel	de	69	países	de	la	OECD:	R2	=	0.0377	y	Coeficiente	de	correlación	=	0,1942.		
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Si	el	análisis	se	realiza	en	los	35	países	europeos	incluidos	en	el	análisis	anterior,	la	pendiente	
es	negativa	y	 la	capacidad	explicativa	se	 reduce:	R2	=	0.0056	y	Coeficiente	de	correlación	=	 -
0,0747.	Esto	refuerza	la	idea	de	que	la	mayor	o	menor	importancia	de	la	iniciativa	privada	en	
educación	no	es	una	variable	explicativa	relevante	del	nivel	de	segregación.	Aunque	también	
se	puede	observar	que	el	caso	español	tiene	margen	de	mejora	en	relación	con	los	múltiples	
países	europeos	situados	a	su	izquierda	en	el	gráfico	(menor	%	de	alumnado	con	desventaja	en	
escuelas	con	desventaja).	

Fuente:	OCDE	(2018:122)	Equity	in	Education	y	OECD	(2016:340)	PISA	2015	Results	(Volume	II)	
y	elaboración	propia.	

ANEXO	3	
SEGREGACIÓN	Y	EFECTOS	(OCDE-PISA	2015)		

El	nivel	promedio	de	segregación	de	los	estudiantes	desfavorecidos	en	los	países	de	la	OECD	es	
del	 48%	 y	 se	 mantiene	 estable	 en	 la	 última	 década.	 En	 este	 caso	 OECD	 habla	 de	 doble	
desventaja:	socioeconómica	y	escolar.	

	

En	 España	 el	 50,5	%	 del	 alumnado	 desfavorecido	 asiste	 a	 una	 escuela	 desfavorecida.	 Según	
algunos	 cálculos,	 el	 alumnado	desfavorecido	de	una	 escuela	 desfavorecida	 si	 asistiera	 a	 una	
escuela	 con	 alumnado	diverso	 obtendría	 36	 puntos	 adicionales	 en	 PISA,	 y	 si	 lo	 hace	 en	 una	
escuela	favorecida	obtendría	78	puntos	(promedio	de	los	países	de	la	OCDE).		Para	un	alumno	
favorecido	 el	 impacto	 de	 pasar	 de	 una	 escuela	 favorecida	 a	 una	 con	 diversidad	 puede	 ser	
negativo,	neutro	o	incluso	positivo,	depende	de	las	características	del	sistema	educativo.	En	el	
caso	español	y	más	frecuente	es	neutro,	no	significativo,	y	en	el	portugués	es	positivo.	
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Fuente:	 	 OECD	 (2018:122,	 123,	 127	 y	 136),	 Equity	 in	 Education:	 Breaking	 Down	 Barriers	 to	
Social	Mobility,	PISA,	OECD	Publishing,	Paris.	

	 	

Figure 4.7
Socio-economic diversity in school and student performance
Relationship between the standard deviation of student socio-economic status in school and student performance
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ANEXO	4	
DATOS	 GENERALES	 ACERCA	 DE	 LA	 SITUACIÓN	 ACTUAL.	 SISTEMA	 EDUCATIVO	 Y	
CONCERTACIÓN	 (Fuentes	diversas:	Ministerio	de	Educación	y	Ciencia;	 EUROSTAT,	 INE;	 IVIE	
Fundación	BBVA;	A	de	la	Fuente	FEDEA).	

En	 la	 situación	 actual,	 un	 34,5	 %	 de	 la	 población	 entre	 30	 y	 34	 años	 son	 como	 máximo	
graduados	en	ESO	y	un	42,4%	son	graduados	superiores.	Esto	quiere	decir,	comparativamente	
con	la	UE	y	de	acuerdo	con	los	objetivos	para	el	2020,	que	tenemos	un	exceso	de	graduados	
superiores	y	demasiada	población	con	un	bajo	nivel	de	educación.	 Los	graduados	 superiores	
no	son	un	problema	para	el	sistema	educativo.	Sin	embargo,	el	sistema	educativo	tiene	claras	
dificultades	para	reducir	la	población	con	baja	titulación.		

Estructura,	en	%,	de	 la	formación	de	 la	población	entre	30	y	34	años	en	España	y	 la	U-28	en	
2018	

	

Fuente:	EUROSTAT	(03/05/2019)	y	elaboración	propia	

	

	
Fuente:	El	Servicio	Estatal	de	Indicadores	de	la	Educación	MDEC	(2018)	muestra	aquí	el	gasto	
público	por	alumno	en	centros	educativos	públicos	de	enseñanzas	no	universitarias.		
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Fuente:	Instituto	Nacional	de	Estadística;	incluida	en	su	Encuesta	de	Financiación	y	Gastos	de	la	
Enseñanza	Privada,	que	publica	cada	cinco	años.	La	última,	publicada	en	2017,	ofrece	datos	del	
curso	14-15.	Ok	
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Fuente:	Tabla	elaborada	por	el	Instituto	Nacional	de	Estadística	para	su	Encuesta	de	Ingresos	y	
Gastos	de	la	Enseñanza	Privada	en	España.	La	última	fue	publicada	en	2017	con	datos	del	curso	
14-15.	

	
Fuente:	Servicio	Estatal	de	Indicadores	de	la	Educación	MDEC	

Fuente	IVIE	Fundación	BBVA:	las	Cuentas	de	la	Educación	(2016	y	2018)	
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Nota	de	los	autores:		
Si	 se	 compara	el	 gasto	por	 alumno	no	universitario	que	estudia	 en	 centros	públicos	 (gráfico	
15a)	respecto	a	los	que	estudian	en	centros	privados	concertados	(gráfico	15b),	se	observa	que	
el	gasto	total	es	un	37%	mayor	en	el	primero	de	los	grupos.	Es	contradictorio	o	no	coherente	
con	el	cuadro	4.5	y	el	gráfico	4.13	de	IVIE	pág.	15.		en	2015	de	EINF	y	EPRI	es	un	poco	inferior	
en	 la	 pública	 i	 en	 EDUSECUN	 un	 poco	 superior.	 Aparentemente	 son	 los	mismos	 conceptos,	
pero	 los	 resultados	 son	 diferentes,	 no	 pudiéndose	 descartar	 que	 la	 precisión	 de	 las	 fuentes	
estadísticas	 sobre	 el	 gasto	 público	 y	 privado	 que	 se	 combinan	 en	 estos	 cuadros	 no	 sea	 la	
misma.	
IVIE	Fundación	BBVA	2018:	“En	el	gasto	por	alumno	no	universitario	en	 los	centros	privados	
concertados	el	gasto	de	los	hogares	tiene	mayor	relevancia,	ya	que	las	familias	asumen	el	34%	
del	 gasto	 total	 (1.472	 euros	 por	 alumno)	 mientras	 que	 en	 los	 centros	 públicos	 los	 hogares	
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apenas	aportan	el	5%	 (253	euros).	 Esto	 significa	que	el	 gasto	en	educación	 realizado	por	 las	
familias	que	deciden	acudir	a	centros	concertados	es	casi	6	veces	superior	respecto	a	los	que	
deciden	acudir	a	centros	públicos.	
El	coste	por	alumno	en	los	centros	concertados	es	menor	que	el	de	los	centros	públicos	en	la	
mayoría	 de	 las	 CCAA,	 pero	 presenta	 también	 diferencias	 entre	 comunidades	 que	 se	 deben	
sobre	 todo	 a	 las	 distintas	 aportaciones	 de	 los	 hogares.	 Estas	 son	 mayores	 en	 todas	 las	
comunidades,	 pues	 acudir	 a	 un	 centro	 concertado	 repercute	 directamente	 en	 el	 gasto	
educativo	de	los	hogares,	ya	que	supone	asumir	un	gasto	educativo	superior	al	que	realizan	los	
hogares	que	estudian	en	centros	públicos.	En	 las	 comunidades	de	mayor	nivel	de	 renta	esta	
contribución	es	mayor”.	
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De	 La	 Fuente	 (FEDEA	 2018;	 pie	 4	 de	 pág	 7):	 “Los	 costes	 medios	 por	 estudiante	 son	
sensiblemente	 más	 bajos	 en	 el	 sistema	 educativo	 concertado	 que	 en	 el	 público.	 A	 nivel	
secundario	 y	 para	 el	 conjunto	 del	 país,	 la	 subvención	 media	 por	 plaza	 escolar	 concertada	
representa	un	64,2%	del	gasto	directo	por	estudiante	escolarizado	en	un	centro	público	 (del	
que	se	excluye,	sólo	a	efectos	del	presente	cálculo,	el	coste	de	los	servicios	complementarios	
de	 transporte	 y	 comedor	 sufragados	 por	 el	 sector	 público).	 Para	 la	 educación	 primaria	 e	
infantil,	 el	mismo	 ratio	 sería	 del	 69,4%	en	promedio.	A	 esto	habría	 que	 añadir	 aportaciones	
privadas	que	 representan	en	 torno	al	3,5%	del	gasto	público	directo	en	ambos	casos,	 lo	que	
deja	 el	 coste	 total	 de	 la	 plaza	 escolar	 concertada	 (excluyendo	 servicios	 de	 comedor	 y	
transporte,	etc.)	en	torno	al	67%	del	coste	directo	de	una	plaza	pública	en	secundaria	y	al	73%	
en	 primaria	 e	 infantil.	 Estas	 cifras	 han	 de	 interpretarse	 con	 cuidado	 pues	 podrían	 no	 ser	
buenos	 indicadores	 de	 la	 eficiencia	 relativa	 de	 los	 dos	 subsectores	 educativos,	 entre	 otras	
cosas	porque	la	composición	del	alumnado	es	diferente	en	ambos	casos	de	formas	que	pueden	
afectar	significativamente	a	los	costes	medios”.		

Gasto	público	medio	por	estudiante	2015
CCAA Total Concertada %	concertada	sobre	totalPrivada	no	concertada%	privada	sobre	total Gasto	público	medio	por	estudiante	2015
Andalucía 949180 211049 22,23 42219 4,45 3425
Aragón 126267 32623 25,84 8584 6,80 3727
Asturias 76041 19858 26,11 2784 3,66 4423
Baleares 108511 33830 31,18 6825 6,29 3993
Canarias 186763 36327 19,45 15092 8,08 3745
Cantabria 52944 15633 29,53 760 1,44 4431
Cast.	Mancha 213845 36196 16,93 7697 3,60 3738
Cast.	y	León 196104 60863 31,04 4826 2,46 4245
Cataluña 801008 224499 28,03 46060 5,75 4150
Valencia 504336 133141 26,40 44696 8,86 3483
Extremadura 103538 20650 19,94 1385 1,34 4666
Galicia 226479 59181 26,13 12550 5,54 4614
Madrid 706898 228354 32,30 104847 14,83 2883
Murcia 168442 46726 27,74 6473 3,84 3856
Rioja 31807 9822 30,88 1477 4,64 3920
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